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La nueva «cuestión social»
La cuestión social, con nuevas características, está adquiriendo de nuevo gran relevancia en la
sociedad. La desigualdad socioeconómica se incrementa, pese a las interpretaciones liberales o
posmodernas que aventuraban su superación o irrelevancia. Veamos algunos elementos que
explican su dimensión y la importancia de sus implicaciones.

En primer lugar, se ha puesto de manifiesto la gravedad de la crisis socioeconómica y la
reducción de empleos y rentas salariales, con paro masivo y descenso de la capacidad
adquisitiva de los salarios medios y bajos. Esos ajustes en el mercado de trabajo conllevan una
amplia transferencia de rentas hacia el capital, los beneficios empresariales y las élites
económicas. Se han acompañado de una reestructuración regresiva del Estado de bienestar, con
su segmentación y privatización parcial y la contención del gasto público social o su reducción por
habitante. Al mismo tiempo, se han promovido reformas ‘estructurales’ y fiscales que disminuyen
las transferencias de rentas y prestaciones sociales para capas populares y desfavorecidas y
deterioran la calidad de los servicios públicos. Por tanto, se ha ampliado la desigualdad social y
sus graves consecuencias para la mayoría de la población, con procesos de empobrecimiento,
segmentación y desvertebración social.

Se produce en el contexto de una crisis sistémica, profunda y prolongada, y políticas regresivas
de los gobiernos e instituciones europeas. La estrategia liberal conservadora es la dominante en
la UE. Pone el énfasis en las medidas de austeridad que acentúan el estancamiento económico,
con paro masivo, recorte de los derechos sociolaborales, mayor desequilibrio en las relaciones
laborales, restricción del gasto público social, deterioro de los servicios públicos y los sistemas de
protección social —pensiones y protección al desempleo— y una desigual distribución de los
costes de la crisis, en beneficio del poder financiero que es quien la causó. Todo ello profundiza
las brechas sociales y el impacto negativo para la situación económica y sociolaboral, las
trayectorias vitales y las perspectivas inmediatas de la mayoría de la sociedad y, especialmente,
de los jóvenes.

En segundo lugar, frente a la idea dominante en las instituciones internacionales sobre las
características y causas de la desigualdad, que apuntan a factores impersonales como la
globalización, la financiarización de la economía o la innovación tecnológica, hay que destacar la
responsabilidad de sus causantes directos con el apoyo e instrumentalización a su favor de esos
fenómenos: el poder financiero y los grandes inversores junto con la clase gobernante,
desreguladora y gestora de la austeridad. Los rasgos principales y la causa inmediata del
aumento de la desigualdad socioeconómica han venido por el incremento del desempleo, los
bajos salarios y los recortes sociales y de la protección social. Y han obedecido a una consciente
estrategia liberal-conservadora y antisocial del poder establecido, financiero, empresarial y
político-institucional que, aprovechando esas circunstancias desfavorables para la población, han
apostado por un reequilibrio de poder y distribución de rentas a su favor.

En tercer lugar, el significativo incremento de la desigualdad socioeconómica y la inaplicación de
estrategias políticas adecuadas para revertirla, está influyendo, especialmente en los países del



sur europeo, en la deslegitimación de los bloques de poder, financiero e institucional,
representado por Merkel y la Troika (Comisión europea —CE—, Banco Central Europeo —BCE—
y Fondo Monetario Internacional —FMI—). La clase gobernante, especialmente en los países
europeos periféricos, aparece como responsable de una gestión regresiva que perjudica a la
mayoría de la población. Se percibe como problema no como solución. La disminución de la
credibilidad ciudadana de los gestores gubernamentales y la pérdida de la confianza popular en
los líderes políticos se acentúan al dar la espalda a la opinión mayoritaria de la sociedad, por
incumplir sus compromisos con la ciudadanía y sus respectivos electorados y dejar en un
segundo plano el interés de las personas y sus demandas.

En cuarto lugar, la desigualdad socioeconómica y la política de austeridad y recortes sociales y
laborales se están confrontando con una amplia conciencia popular democrática y de justicia
social. Se percibe la menor funcionalidad del sistema político para satisfacer las demandas
populares, que desarrolla rasgos autoritarios. Así, el descontento social y la indignación
ciudadana que produce la desigualdad y la crítica al carácter regresivo y poco democrático de la
gestión gubernamental de las derechas, están generando un mayor desarrollo y legitimidad de la
protesta social progresista, junto con la activación de una masiva acción colectiva, canalizada por
distintos agentes sociopolíticos. Se prolonga el deterioro de la cohesión social, los derechos
sociales y la integración sociocultural, se profundiza la mayor subordinación e incertidumbre de
franjas amplias de la población y empeora su situación material. Se generan menores garantías
para las trayectorias laborales y vitales de los jóvenes, particularmente de capas medias y bajas
y, especialmente, de origen inmigrante. Todo ello desacredita a las élites económicas y políticas,
sometidas a una exigencia cívica de regeneración y reorientación de su papel. Por tanto, existe
una interacción entre el empeoramiento de las condiciones socioeconómicas de la población y la
percepción de su carácter injusto, con el amplio rechazo popular, y la significativa exigencia de
cambio social y político.

En consecuencia, para la sociedad, la desigualdad social se ha convertido en un problema
fundamental. La actitud crítica de la mayoría de la ciudadanía ante ella, la amplitud de las
protestas sociales progresistas y la acción de los diferentes agentes sociales y políticos ha
cobrado una nueva dimensión, cuestionando la política de austeridad, los abusos de los
mercados y el poder financiero y la falta de legitimidad de la gestión institucional dominante.

No obstante, la cuestión social presenta unas características distintas a las de otras épocas
históricas, se produce en un contexto europeo y mundial particular y la conformación de las
distintas fuerzas sociopolíticas tiene rasgos específicos. Se ha aludido a que ésta es una crisis
sistémica, interpretada no como derrumbe, sino como dificultad de los sistemas o el poder,
económico, político e institucional europeo, para cumplir su función social de asegurar el
bienestar de la población y su legitimidad ciudadana. Pero, además de sus consecuencias
negativas, es también oportunidad para el cambio, para potenciar opciones sociopolíticas
transformadoras, frente al fatalismo que pretenden imponer los poderosos, con su discurso de la
inevitabilidad de sus políticas regresivas y la demonización de las dinámicas, fuerzas y
alternativas que resisten y apuestan por el cambio.

En definitiva, adquiere especial relevancia la ‘nueva’ cuestión social, con elementos comunes con
otros momentos históricos de crisis e incertidumbre. Pero tiene unas características específicas y
un impacto sociopolítico particular, en el marco de unas tendencias sociales ambivalentes. La



problemática de la desigualdad social, las condiciones materiales de la población (empleo,
vivienda, educación, salud, protección social…) y los derechos sociales, económicos y laborales
han pasado a primer plano de la actualidad. Son un foco de preocupación pública y sociopolítica,
interpretado mayoritariamente desde una cultura cívica, frente a (o en combinación con) otras
tendencias segregadoras o de competencia individualista e intergrupal. O bien, ante el
incremento de las brechas sociales, se refuerzan dinámicas nacionalistas entre los países del
Norte y del Sur o en el interior de los mismos. Todo ello está ligado, por una parte, al intento de
reafirmación del poder financiero neoliberal, junto con una gestión política antisocial y poco
democrática y el desvío de sus responsabilidades, y, por otra parte, a la persistencia de una
cultura ciudadana democrática y de justicia social, la amplia indignación popular y la masiva
protesta social de una ciudadanía activa.

Este conjunto de elementos constituye una nueva realidad social para cuyo análisis no son
suficientes las interpretaciones dominantes y las teorías clásicas anteriores. Ello exige un
esfuerzo de rigor analítico, elaboración de otros conceptos y un nuevo lenguaje. Supone un
emplazamiento también para los pensadores progresistas, para avanzar en una nueva teoría
social crítica que, en conexión con el debate social y la acción colectiva, permita una mejor
interpretación de estas dinámicas y facilite instrumentos normativos para su transformación.
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